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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0246/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA

INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO
CASTILLO
San Luis Potosí, S.L.P., a diecinueve de abril de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0246/20209-3, promovido por ********** contra actos del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo cuatro de marzo de de dos mil veinte, se tuvo a ********** por promoviendo juicio contencioso administrativo en contra del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, por conducto de la subdirectora actual en funciones, Licenciada María Fernanda Romero Escobedo, por la nulidad del siguiente acto: “La determinación administrativa de fecha 29 de enero de la presente anualidad, mediante boleta ********** virtud a la cual se rechaza a la suscrita la inscripción de una fusión de dos predios de mi propiedad."; quien manifiesta que tuvo conocimiento del mismo el once de febrero de dos mil veinte, en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su derecho convenga. Mediante proveído de diecisiete de julio de dos mil veinte, una vez reanudadas las actividades jurisdiccionales suspendidas por la pandemia de Coronavirus COVID 19, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual se verificó el dieciocho de agosto de dos mil veinte, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se dio cuenta de los que fueron formulados por la parte actora, se certificó que no se formaron por la autoridad demandada; y se citó para resolver en definitiva. 

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado, que obra en foja 53 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra acreditada en este Tribunal, pues la Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado, exhibió copia certificada de su nombramiento, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; documental que obra en fojas 71 y 72 de este expediente.

Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la determinación administrativa de fecha 29 de enero de la presente anualidad, mediante boleta ********** en la cual se rechaza a la actora la inscripción de una fusión de dos predios de su propiedad.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada pronunciada por del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 185, Tomo VIII, Noviembre de 1991, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, con registro 221332, que dice:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento hechos valer por la demandada y tampoco que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 8 a 15 de los autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Al respecto, es aplicable por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 164618, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. ...”
SEXTO.- Esta Sala Unitaria, procede al estudio y análisis de los conceptos de impugnación que hace valer la demandante, los cuales se analizan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento. 
En ese sentido, se analiza el Primer concepto de impugnación, relativo a la indebida fundamentación y motivación del acto impugnado, y que medularmente dice:
“PRIMERO.- Me causa una violación y afectación a mi esfera de derechos, la determinación que hoy se impugna, toda vez que la misma carece... de una correcta y legal FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, afirmación que sustento en el hecho, de que... la autoridad demandada, sin más ni menos RECHAZO, sin causa fundada ni justificada el trámite que le fue ingresado para la inscripción de la protocolización del acta de fusión de predios... citando como “aparente” causa la siguiente leyenda:”
“… LA PROPIEDAD REPORTA UN PROBLEMA JURÍDICO, ESTA DENTRO DEL POLÍGONO DE DEMANDA ANTE EL TRIBUNAL AGRARIO DEL MUNICIPIO DE MEXQUITIC DE CARMONA, S.L.P.”

Sin que al efecto, se me justificara con los documentos idóneos, la supuesta circunstancia que citó como causa del rechazo...”
“...me deja en completo estado de indefensión e incertidumbre jurídica pues NO SE ME JUSTIFICÓ DE MANERA ALGUNA la cusa del rechazo... desconozco la existencia de algún litigio pendiente de resolverse, proveniente del Tribunal Agrario en el municipio de Mexquitic de Carmona... mis propiedades (materia de la fusión que se pretendía), de forma alguna presentan algún tipo de anotación marginal o gravamen que pese sobre los mismos...”

“...la Autoridad demandada, también es omisa, en señalarme además de los datos precisos del supuesto litigio, que provocó el rechazo de que me duelo, el motivo real, que originó que... sobre los bienes de mi propiedad, no pueda o esté impedida para realizar acto jurídico alguno, es decir, que tienen alguna orden judicial que le impida…. independientemente de la supuesta existencia o no de algún litigio...”
“...existe una total carencia de motivación cierta... la cual pueda brindar SEGURIDAD Y CERTEZA JURÍDICA a la suscrita en cuanto al rechazo mencionado... por lo que toca a la FUNDAMENTACIÓN, de igual forma… carece de una correcta y legal...”

“se limita a citar dicha disposición, sin siquiera referir la fracción aplicable al caso concreto...”
Concepto de impugnación que resulta fundado y suficiente para decretar la ilegalidad del acto impugnado, toda vez que le asiste la razón a la parte actora, cuando señala que el acto recurrido no se encuentra debidamente fundado y motivado en cuanto a la causa por la cual se rechazó el trámite de inscripción solicitado, ello en base a lo siguiente: 

En primer término, se debe precisar que el acto impugnado fue emitido en respuesta a una solicitud de inscripción de un instrumento consistente en la protocolización de fusión de predios, de acuerdo con lo señalado por la actora en los antecedentes de la demanda, en los que refiere medularmente:

“...inicié un trámite ante... la Notaría Pública número 2 con ejercicio en esta Ciudad, para protocolizar la fusión de los predios... se levantó por parte de la mencionada Notario Público, el Instrumento público número... consistente en la protocolización de fusión de predios, conformada en un solo lote... la citada Notaría, con fecha  21 de enero de la presente anualidad, ingresó a trámite al Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, el instrumento notarial para su INSCRIPCIÓN correspondiente bajo la boleta ********** emitida por el propio Instituto.”
“...el 29 de enero de la presente anualidad, se emitió la boleta de rechazo impugnada en este juicio de nulidad, relacionada con la diversa **********”
Ahora bien, del análisis del acto impugnado, visible en foja 53 del sumario, se advierte que la autoridad demandada, respecto del trámite solicitado emitió boleta de rechazo, señalando en la parte medular lo siguiente:

“Causa de rechazo LA PROPIEDAD REPORTA UN PROBLEMA JURÍDICO, ESTA DENTRO DEL POLÍGONO DE DEMANDA ANTE EL TRIBUNAL AGRARIO DEL MUNICIPIO DE MEXQUITIC DE CARMONA, S.L.P.”

“Fundamento ARTÍCULO 56 DE LA LEY DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD.”
Sin que ello sea suficiente para tener por debidamente fundado y motivado el acto, pues la razón particular que tuvo en consideración para rechazar el trámite de inscripción, no se encuentra contenida en el numeral que cita, y que a la letra dice:
“ARTÍCULO 56. El Registrador denegará la inscripción de los actos que se presenten a registro, en cualquiera de los casos siguientes:”
“I. Cuando se trate de actos que no sean inscribibles por disposición de esta Ley u otros ordenamientos legales;”
“II. Cuando el contenido de los asientos inscritos en el Registro Público de la Propiedad no coincida plenamente con el acto cuya inscripción se solicita;”
“III. Cuando falte algún requisito que no sea subsanable y que deba constar en la forma precodificada para efectos de su registro, de acuerdo con esta Ley y su Reglamento, o”
“IV. Cuando se trate de bienes inmuebles del dominio del Estado y municipios y que estos sean susceptibles de enajenación y se carezca de la previa autorización del Congreso del Estado.”
De acuerdo con lo transcrito, le asiste la razón a la actora, al señalar que el acto impugnado carece de la debida fundamentación y motivación, pues por un lado, no se señala de manera precisa cuál de las cuatro fracciones contenidas en el citado artículo, es la que se está aplicando al caso concreto; y por otra parte, la razón específica que se contiene en el acto impugnado como causa de rechazo, no corresponde a ninguna de establecidas en las fracciones del numeral en comento.
Por lo que el artículo que se cita como fundamento del acto, no faculta a la autoridad demandada a rechazar el trámite de inscripción solicitado, por la causa que se señala en el mismo, máxime que conforme a lo dispuesto en los artículos 13 fracción I y 15 de Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, corresponde al Instituto Registral demandado la inscripción de los actos en los que se modifiquen derechos reales sobre la propiedad de los inmuebles, como en el caso se trata de la fusión de predios, que se contiene en el Instrumento Público otorgado ante la Notaría Pública Número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado; y en el supuesto de que existiera algún motivo o impedimento para su inscripción, a efecto de no dejar en estado de indefensión a la parte actora, la demandada debió darlo a conocer en forma clara y precisa, en razón de que le corresponde la obligación de tener los expedientes de los inmuebles con toda la información procesada en forma electrónica o manual, con los datos correctos; de conformidad con lo establecido en los artículos 4º fracción XII, 5º, 6º fracción VII, 7º, 47 y 48 de la Ley en cita.
En ese orden de ideas, el acto reclamado carece de la debida fundamentación y motivación que debe contener, dado que la autoridad demandada en su carácter de emisora en el acto que se impugna, al señalar las circunstancias especiales y las razones particulares que tuvo en consideración para emitirlo, aun cuando se apoya el artículo 56 de la Ley del registro Público de la Propiedad y del Catastro, no precisa como es que éste aplica a la causa de rechazo del trámite solicitado, pues solo cita el numeral, sin referir cuál de las fracciones que contiene, es la que considera aplicable, lo que resulta insuficiente para tener por debidamente fundado y motivado el acto, pues en el caso específico la autoridad demandada, en su carácter de emisora, está obligada a fundar y motivar debidamente sus actos, puntualizando los preceptos legales y los razonamientos lógico jurídicos en que se basó para dar la respuesta en el sentido que lo hizo; es decir, la demandada para dar una respuesta real, específica y conforme a derecho, debió señalar con precisión el fundamento legal, los motivos y causas que tuvo para expedir el documento, apoyándose en argumentos lógico jurídicos que sustenten su respuesta, y como se ha venido señalando, en el caso que nos ocupa, el artículo que se cita en el acto impugnado no aplica a las razones en que sustentó el rechazo, máxime que la hoy actora previo a la solicitud del trámite de inscripción, obtuvo de la autoridad catastral municipal competente, la autorización y constancia de la fusión de los predios de su propiedad, como quedó asentado en el Instrumento número trece mil setecientos cincuenta, de la Notaría Pública número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado, en el que se protocolizó el permiso de fusión de predios. 
En tal virtud, el acto de autoridad que se analiza, no cumple con los requisitos de legalidad contenidos en los artículos 164 fracción V y 165 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, lo que deriva en indebida fundamentación y motivación, así como en violaciones a las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en el párrafo primero del artículo 16 de la Constitución Federal; en ese orden de ideas, le asiste razón a la promovente para decretar la nulidad del acto impugnado. 
Sirven de apoyo a lo anterior, las siguientes Jurisprudencias:

Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43. 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos  sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”

Novena Época,  Registro: 170307,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXVII, Febrero de 2008, Materia(s): Común, Tesis: I.3o.C. J/47, Página:  1964 que refiere: 
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección.  Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente.  La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

Cabe destacar que la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda, respecto a las pretensiones de la actora, refiere que no ha trastocada en su perjuicio las garantías de legalidad y seguridad jurídica ya que en ningún momento se han vulnerado los artículos 14 y 16 Constitucionales, sin que le asista la razón, pues como se señaló al analizar el acto impugnado, la autoridad demandada no cumplió con la debida fundamentación y motivación del acto.  
Por otra parte, se advierte que la autoridad demandada pretende mejorar la motivación contenida en el acto impugnado, pues agrega aspectos que no fueron señalados en éste, como es lo relativo a los linderos de Congregación y los diversos juicios de amparo que refiere; de ahí que pretende señalar los motivos por los cuales considera que no procede el trámite del fusión, tratando de mejorar o perfeccionar la motivación expuesta en el acto impugnado, sin que exista disposición expresa que autorice a mejorar la indicada motivación, pues por el contrario, los requisitos de fundamentación y motivación, deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros; de acuerdo con el tercer párrafo del artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En tal virtud a juicio del Magistrado Titular de esta Tercera Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en Boleta de rechazo ********** en la que se contienen la determinación administrativa de fecha 29 de enero de 2020, que rechaza a la inscripción de una fusión de dos predios propiedad de la actora, emitida por Subdirectora del Registro Público de la Propiedad; y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL y se le deja sin efecto legal alguno.
En el entendido de que, subsiste la obligación legal para la autoridad demandada de emitir una nueva resolución en relación a la solicitud de fusión de predios que fue presentada; pues de otra manera se dejaría sin resolver la referida solicitud, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica.

En ese sentido, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos; en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, la autoridad demandada deberá efectuar lo siguiente:
1.-  Emitir otra resolución debidamente fundada y motivada, en la que dé respuesta a la solicitud de fusión de predios de la actora, tomando en consideración las documentales que se anexaron al escrito inicial de demanda, así como la autorización y constancia de fusión de predios otorgada por la Dirección de Catastro Municipal del Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P., en fecha 4 de noviembre de 2019.

2.- En caso de que exista algún motivo de improcedencia para realizar el trámite que fue solicitado, informe a la actora la razón sustentada jurídicamente de por qué no procede, detallando en forma exacta, precisa y clara, los argumentos y preceptos legales que la faculten para ello, así como la documentación en que se sustentó, precisando los datos de identificación, y en su caso, proporcionar copia de esta última a la parte actora. 

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento.

Por única ocasión notifíquese personalmente a la actora y por oficio a las demandadas, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 147/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicado el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal. 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II, III y IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha, en que lo permitieron las cargas de trabajo y las medidas tomadas por la contingencia del Coronavirus (COVID-19), quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
